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LA VALIDEZ DEL “PACTO DE EJECUCION” O  “TITULO EJECUTIVO CONVENCIONAL” A LA LUZ DE LA RECIENTE JURISPRUDENCIA EN LA MATERIA
PONENCIA:  LA JURISDICCION NACIONAL Y LA PROVINCIAL SE  HAN  EXPEDIDO SOBRE EL DENOMINADO  “PACTO DE EJECUCION CONVENCIONAL” INTERPRETANDO LOS RECAUDOS QUE DEBE CUMPLIR DICHO TITULO PARA SER CONSIDERADO AUTOSUFICIENTE  Y  VIABLE PARA  LA VIA EJECUTIVA.
INTRODUCCION

Ante el auge de las urbanizaciones especiales –barrios cerrados, clubs de campo-- surgió el problema de cómo perseguir de forma rápida y expeditiva el cobro de las expensas comunes,  en tanto en la medida que éstos emprendimientos no se encuentran sujetos al régimen de propiedad horizontal,  según el ordenamiento adjetivo,  les está vedada la vía ejecutiva para perseguir el crédito por expensas comunes. 
En la búsqueda de soluciones es que surgió  como  idea potable  que las partes pactaran la vía ejecutiva.  Pero esta aparente solución al conflicto generó una  ardua discusión  sobre la validez  del citado pacto ejecutivo convencional que derivó en dos corrientes tanto doctrinarias como jurisprudenciales: una a favor de su viabilidad 
 y  la otra  negándosela.

PROCEDENCIA DE LA VIA EJECUTIVA 
Los ordenamientos formales preveén  expresamente la procedencia de la vía ejecutiva,  así art. 520 y ss. del CPCCN y  art. 518 y ss. del CPCC PBA,  de los cuales surgen los caracteres que deben estar presentes en un documento para ser considerado  “título ejecutivo”.  De tal modo que para que un crédito sea  perseguido ejecutivamente debe referirse a una obligación de dar una suma de dinero líquida –o fácilmente liquidable--, y exigible,  requisitos éstos que deben surgir  del propio documento, dotándolo así de la necesaria autonomía para ser reclamado ejecutivamente, contrario a lo cual deberán reclamarse por la vía del juicio sumario. En cuanto a los contratos sinalagmáticos la ley de rito exige como condición indispensable para la viabilidad de la vía ejecutiva que  el reclamante  haya cumplido la condición o prestación que pesaba sobre él: “…Si la obligación estuviera subordinada a condición o prestación, la vía ejecutiva procederá si del título o de otro instrumento público o privado reconocido que se presente junto con aquél, o de la diligencia prevista en el artículo 523° inciso 4), resultare haberse cumplido la condición o prestación.”( 518 del CPCC PBA; art . 520 del  CPCCN).
Frente a estas normas es que gira la problemática en torno  a la validez  del “pacto ejecutivo” acordado entre las partes,  dado el significado y trascendencia de la vía ejecutiva en cuanto importa la reducción del marco cognoscitivo del proceso.  Así para autores como Augusto M. Morello
 su procedencia  debe ser interpretada  “restrictivamente”,  aunque cabe destacar que en la actualidad el enfoque prevaleciente se inclina por el reconocimiento de la validez del “pacto convencional” siempre y cuando el mismo título  se baste a sí mismo además de contener todos los demás requisitos legales –reconocimiento de una obligación de dar sumas de dinero líquida o fácilmente liquidable y exigible--
LOS FALLOS

Los fallos referenciados se produjeron en los autos “CLUB DE CAMPO EL MORO C/ BERRAONDO EDUARDO MARTIN S/EJECUCION DE EXPENSAS”
 de la Cámara Civil, Sala D,  del  20 de septiembre de 2013 y  “CARACOLES S.A. C/ ORTIZ LEANDRO MARTIN S/COBRO EJECUTIVO”
 de la Cámara de Apelaciones Civil y Comercial de Mar del Plata, del 3 de diciembre de 2013.
A .- En  los autos “CLUB DE CAMPO EL MORO C/ BERRAONDO EDUARDO MARTIN S/EJECUCION DE EXPENSAS”  la parte actora, creada al amparo de la normativa vigente como asociación civil,  promovió demanda contra el sr. Eduardo Martín Berraondo,  propietario de una parcela,  persiguiendo el cobro de cuotas administrativas, en forma analógica al régimen de cobro de expensas.  El Juez de Primera Instancia hizo lugar a la demanda y rechazó las excepciones interpuestas por la demandada entre ellas,  y que aquí interesa,  la de inhabilidad de título. La sentencia fue apelada por la ejecutada y en la Cámara Civil al resolver el caso los magistrados integrantes la Sala D consideraron adecuado lo decidido por el Sr. Juez de Grado al  rechazar la excepción de inhabilidad de título interpuesta por la parte demandada y decidieron  que el certificado de deuda de cuota administrativa expedido por un club de campo constituye “título ejecutivo”,  confirmando entonces  el decisorio apelado.

En sus consideraciones en principio refirieron  que el planteamiento de la excepción de inhabilidad de título no  puede ser concomitante con otros que  impliquen reconocer la autenticidad de la obligación, dado que “…las excepciones contradictorias imposibilitan su articulación, lo que también se vincula con la doctrina de los actos propios,…”.
También expresaron que debe tenerse presente que: “…una de las características centrales de todo título ejecutivo esta dada por su autonomía respecto de la relación sustancial que ha generado el crédito y su suficiencia, en cuanto a que de la sola lectura del título documentado debe surgir no sólo los sujetos legitimados sino también el monto del crédito o su fácil liquidación y su exigibilidad.-…”
 . 
Sentado esto entendieron que de la documentación aportada por la actora --en particular  del  art. 21 de su  estatuto-- surgía que: “el certificado de deuda extendido por la Entidad con la firma de su Presidente y Tesorero, será título ejecutivo hábil y suficiente en los términos de los artículos 520 y ssgts, y 518 y ssgts. de los Códigos Procesales en lo Civil y Comercial de la Capital Federal y de la Provincia de Buenos Aires, respectivamente, para iniciar demanda por cobro ejecutivo de las sumas adeudadas por cualquier concepto”.
  Por estas valoraciones y en consonancia  con las expresiones vertidas por el Juez de Primera Instancia,  destacaron que: “…si bien el Código Procesal no contempla el cobro ejecutivo de las cuotas administrativas,  jurisprudencialmente se ha sostenido que, ante el vacío legal en la materia, rige subsidiaria y analógicamente el régimen de las ejecuciones de expensas, aunque no se configure ese supuesto en sentido estricto.”

Es decir que ameritaron correspondía dar validez al  “pacto de ejecución convencional”,  atento que de la documentación obrante  en autos resultaba que el título  contenía todos los recaudos para considerarlo suficiente.
B.- En  los autos “CARACOLES S.A. C/ ORTIZ LEANDRO MARTIN S/COBRO EJECUTIVO”
,  el  Juez de Grado rechazó la demanda “in limine”  estimando  que el  certificado de deuda  en que se basaba la pretensión era inhábil por cuanto el mismo no se encontraba  previsto en el ordenamiento adjetivo ni en otra disposición legal. Producida  la apelación los integrantes de la Cámara de Mar del Plata  luego de un riguroso y pormenorizado análisis de la cuestión  coincidieron en  la inhabilidad del certificado de deuda  a mérito de que  tratándose la cuestión referida a un contrato sinalagmático—boleto de compraventa y compromiso de transmisión de acciones--   debía surgir del propio  instrumento que el ejecutante hubiera cumplido las prestaciones que se encontraban a su cargo,  porque era precisamente  éste cumplimiento  el que determinaba la exigibilidad de su crédito.  En otras palabras,  que el pacto de ejecución  establecido  no bastaba por sí solo para  determinar la existencia de un título ejecutivo sino que estaba sujeto  al cumplimiento de las prestaciones a cargo del ejecutante.
Entre las consideraciones que abonaron su  pronunciamiento se encuentran las siguientes: 

1.- que “…el certificado de deuda por expensas del Barrio Privado Rumenco… no encuadra dentro del elenco de los "títulos ejecutivos" -completos o incompletos- enumerados en el ordenamiento procesal local (argto. arts. 521, 522 y 523 del C.P.C.).

 2.- que “…el art. 522 de la ley procesal ha reservado el carácter de título ejecutivo exclusivamente a los créditos por expensas de edificios sometidos un régimen específico: el de "propiedad horizontal, …",
  en tanto que el  título que se pretendía ejecutar derivaba de las expensas generadas en un emprendimiento urbanístico desarrollado al amparo de los decretos 8912/77 y 9404/86.  Al respecto aclararon que el planteo de la actora relativo al motivo de la inexistencia normativa sobre el caso no era válida; sobre el particular la agraviada había argumentado que la falta de normativa era debida a que en el momento de la sanción del código no se habían generado aún estos tipos de emprendimientos inmobiliarios.  Los Camaristas rebatieron esta apreciación  señalando que el Código Procesal  desde su sanción en el año 1968,  había sido objeto de varias modificaciones entre las cuales estaba precisamente   la del  art. 518 relativa a la materia en cuestión.
3.- Que si bien en la actualidad es jurisprudencialmente aceptable el pacto  de ejecución convencional,  hay ciertos recaudos que deben estar presentes en el mismo para darle su fuerza ejecutiva.  Es decir que del título debe surgir que se trata de una obligación de dar dinero, líquida –o fácilmente liquidable— y exigle,  todo lo cual hace a la autosuficiencia o autonomía de este tipo de   títulos.  Esta exigencia  viene dada por  lo preceptuado  en el ordenamamiento formal (art 518 1 ap y 521 CPCCPBA). Para clarificar este concepto la Cámara acude  a una cita de Falcón que dice: “....la creación de un título ejecutivo a través de la voluntad acorde de las partes resulta conforme a derecho siempre y cuando se satisfagan ciertos requisitos intrínsecos que caracterizan al título ejecutivo, por lo que, si bien los particulares pueden crear el convenio ejecutivo al celebrar el negocio jurídico, dando lugar a un futuro título, éste debe cumplir con las pautas previstas en el art. 520 del Código Procesal [art. 518 del código procesal bonaerense], pues una de las características de tal especie de título es la de ser autosuficientes" (Falcón, ob. cit., pág. 167)”
.  En el decisorio en crisis el pacto de ejecución provenía de un contrato sinalagmático;  la cláusula específicamente referida al pacto de ejecutividad, se hallaba redactada en el reglamento interno que formaba parte de uno de los anexos del boleto de compraventa;  a su vez la aceptación del comprador de las cláusulas contenidas en los anexos figuraba  en una cláusula del boleto. Ahora bien, surgiendo la obligación de un contrato sinalagmático, no debe perderse de vista que estos contratos se caracterizan por  generar “obligaciones recíprocas” para las partes,  por ende  para encontrarse una parte habilitada a exigir ejecutivamente el cumplimiento debe acreditar su propio cumplimiento,  por cuanto mientras no esté acreditado su cumplimiento no nace el indispensable requisito de “exigibilidad”. 

Resulta válido agregar sobre este tópico unos conceptos de Jorge D. Donato : “...para aparejar ejecución  necesariamente deberá contener los presupuestos legales que atañen a su existencia (obligación dineraria líquida y exigible)
;  para mayor claridad  cita un ejemplo que si bien referido al pagaré  es útil al caso: “…el pagaré mercantil es título ejecutivo mientras sea exigible y,  en cambio,  cuando esté pendiente de vencimiento, no lo es; sólo un abuso de lenguaje permite atribuir carácter de título al instrumento carente de exigibilidad.”

Retomando la lectura del fallo, cabe decir que sobre el particular los magistrados  hicieron suyos los argumentos de vertidos por la Sala 2 de la Cámara 1ra. de Apelaciones Civil y Comercial de La Plata, en la causa 113058, de fecha  28-9-2010  ya que: “… tratándose de convenios con prestaciones recíprocas, el crédito de una de las partes no constituye título suficiente para deducir un juicio ejecutivo, en tanto y en cuanto no se acredite haberse cumplido la prestación por alguna de las formas que contempla el segundo párrafo del art. 518 del Código Procesal….”
.  El fundamento de esta observación es dar un trato equitativo a las partes del contrato sinalagmático,  procurando que ambas tengan igualmente acceso a los mismos remedios procesales, de lo contrario se beneficiaría  a una de ellas permitiéndole  el acceso a una  vía expedita en desmedro de la otra que debería limitarse a un proceso de conocimiento amplio.  
Abocados a la tarea de verificar si la parte actora había cumplido las  prestaciones a su cargo –como presupuesto de su exigibilidad---  constataron  su falta,  por lo cual no se encontraba configurado  el título ejecutivo,  y  correspondía entonces desestimar el agravio y confirmar  el decisorio apelado.
LA APLICACION ANALOGICA DEL REGIMEN DE PROPIEDAD HORIZONTAL  PARA ACCEDER A LA VIA EJECUTIVA

Resulta interesante destacar  el desarrollo del pensamiento de  los magistrados  de la Cámara provincial en lo atinente a la analogía. Sobre el particular  afirmaron que : ”… la interpretación analógica tiene como presupuesto una carencia normativa,..”
 ;  a fin de sustentar  esta apreciación  citaron  una expresión de la Corte Provincial  que dice que : “…"debe acudirse al auxilio del método de interpretación analógico cuando no exista norma expresa que rija el punto" (SCBA, causa b 60683, sent. del 9-0V-2007”)
.  Con esta idea como directriz y en base a la observación de la materia procesal,  verificaron  que en realidad no se daba en el caso una inexistencia normativa,   por cuanto para  la situación en particular --cobro de expensas no  provenientes del régimen de propiedad horizontal— estaba previsto el proceso sumario. Sentado ello concluyeron  que  la prentendida aplicación analógica que reclamaba la actora, importaría el reconocimiento de una solución de excepción,   lo cual entraría en franca contradicción con los pronunciamientos sobre el tema tanto de la Corte Provincial como de la Nacional.

Para mayor claridad sobre este aspecto analizaron  el fundamento de la analogía,  determinando que su aplicación sé supedita a la concurrencia de dos recaudos: “…1) que haya afinidad de hecho y una relación precisa en el caso previsto por la ley y el conflicto que debe resolver el juez  y 2) que haya identidad de razones para resolver el conflicto de la misma forma en que lo hace la ley análoga (conf. Borda, Guillermo A., "Tratado de Derecho Civil", Parte general, t. I, p. 222).”  

A partir de estas exigencias analizaron  el origen de la obligación al pago de expensas que motivaba el caso, como también aquellas obligaciones  que provienen del régimen de propiedad horizontal, lo cual evidenció que se trataba de obligaciones diferentes:  en el decisorio en crisis el reclamo surgía de un instrumento privado  del que solo  participó el demandado (boleto de compraventa y compromiso de cesión de acciones) por lo cual estaba dentro de la órbita  “….de obligaciones personales emergentes de un negocio jurídico complejo,…”
,   mientras que tratándose de obligaciones derivadas del régimen de la ley 13.512  se estába en presencia de obligaciones propter rem  ya que se generaron a partir del derecho real de condominio;  subrayaron  además  la exigencia del régimen de la propiedad horizontal que dispone: “…que la forma y contribución de esos gastos se encuentre plasmada en el reglamento de copropiedad que debe redactarse por escritura pública (art. 9 ley 13.512) y que, como es sabido, forma parte del título dominio de los propietarios…”
 y  remarcaron el hecho  de que los documentos agregados carecían de la certificación de firmas  por escribano aún cuando la recurrente así lo afirmaba.
También  pusieron de relieve que el  ordenamiento territorial y uso del suelo de la provincia de Buenos Aires,  reglado por los decretos 8912/77 y 9404/86 exige que : “…que las previsiones referidas al modo de afrontar los gastos comunes, deben estar expresamente incluidas dentro de los estatutos de la entidad jurídica titular del dominio de las áreas recreativas o de esparcimiento y responsable de la prestación de los servicios generales (cfrme. art. 1 dec. 9404/86 de la Pcia de Bs. As.)”
.,   en tanto en el  caso en exámen las obligaciones surgían de un contrato individual  por lo que éste recaudo no se verificaba. 

COLOFON

En las apreciaciones  puestas de relieve en ambos fallos,  aunque  con mayor riqueza conceptual  en el fallo  de la  Cámara de Mar del Plata,  quedan exactamente perfilados los recaudos que  debe cumplir  el pacto de ejecución convencional para ser admitido  como  título ejecutivo,  resultando  por demás ilustrativos los análisis de la Cámara Marplatense referidos al requisito de  “exigilibilidad”  en los contratos sinalagmáticos y al uso de la analogía.
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